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Exp.- 698/2020.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 698/2020.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ******* ********** ********* **********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: PRESIDENTE MUNICIPAL; COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL; Y JEFA DE LA SECCIÓN PRIMERA DE ESTADO MAYOR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL, TODAS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintitrés de marzo de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 698/2020/2, promovido por el C. ****** ****** **********, contra actos que atribuye al Presidente Municipal, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y la Jefa de la Sección Primera de Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, todas del Municipio de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de octubre de dos mil veinte, el hoy actor por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del acto consistente en: “…la resolución definitiva del 31 DE AGOSTO DEL 2020 en que determina la baja o cese y/o terminación del servicio de carrera del citado elemento -****** ****** **********- de la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí…”, el cual atribuyó a las autoridades antes señaladas.
Por auto de trece de octubre de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para los efectos legales correspondientes.

2.- Substanciado que fue en cada una de sus etapas el presente juicio, a las 11:00 horas del doce de julio de dos mil veintiuno, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de la partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos; posteriormente, en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después, en la etapa de alegatos se dio cuenta con el escrito mediante el cual la parte actora formuló sus alegatos, y se hizo constar que las autoridades demandadas no formularon alegatos; finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción XVII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, derivada de un procedimiento en que se impuso al actor la sanción de baja o cese como integrante del cuerpo de seguridad pública denominado Dirección General de Seguridad Pública Municipal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del Actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio. Y en el caso, su interés jurídico se encuentra plenamente acreditado con la documental consistente en las copias certificadas del expediente CHJ/009/2019, instrumentado en perjuicio del actor, por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, que conforma el tomo 2 del expediente en que se actúa; de donde se desprende que se impuso al actor la sanción de baja o cese por parte de la citada Comisión de Honor y Justicia, lo evidencia una afectación a su interés jurídico, al privarle del cargo de Policía Tercero que ostentaba en el cuerpo de seguridad pública antes mencionado.
Por su parte, el C. Edgar Oswaldo Jiménez Arcadia, acreditó la calidad de Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia por ministerio de Ley, con la documental consistente en copia certificada del nombramiento otorgado en su favor, mismo que se encuentra visible a foja 117 del expediente en que se actúa; por lo que está plenamente acreditada su personalidad en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por otro lado, el C. Francisco Xavier Nava Palacios, acreditó su calidad de Presidente Municipal, con la referencia que hizo al Periódico Oficial del Estado del 30 de septiembre de 2018, que contiene la publicación de los integrantes de los 58 Ayuntamientos del Estado para el periodo Constitucional del 1 de octubre de 2018 al 30 de septiembre de 2021; por lo que está plenamente acreditada la personalidad en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por lo que respecta a la C. Wendy Mariela Soriano Nava, acreditó su calidad de Jefa de la Sección Primera del Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, con la documental consistente en copia certificada del nombramiento otorgado en su favor, el cual obra agregado a foja 135 del expediente en que se actúa; por lo que está plenamente acreditada la personalidad en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- La litis planteada en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar si la resolución en que se determinó la baja o cese del cargo que ostentaba el hoy actor como Policía Tercero en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, es legal o ilegal.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio, y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, en la especie, por lo que se refiere a la diversa autoridad demandada Presidente Municipal de San Luis Potosí, se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con base en lo siguiente:
De acuerdo con las constancias del expediente administrativo número CHJ/009/2019, documental cuyo valor probatorio pleno ya se estableció en el cuerpo de la presente sentencia, se advierte que la resolución de fecha treinta y uno de agosto de dos mil veinte, la cual constituye el acto impugnado en el presente juicio contencioso administrativo fue emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, y la baja o cese  impuesta como sanción, fue ejecutada por la Jefa de la Sección Primera de Estado Mayor de la citada Dirección General; de donde se desprende que dichas autoridades tienen la calidad de autoridad ordenadora y autoridad ejecutora, respectivamente, sin que se desprenda intervención alguna del Presidente Municipal.
Por tanto, es evidente que no existe acto atribuible al Presidente Municipal de San Luis Potosí; en consecuencia, con fundamento en el artículo 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el sobreseimiento del presente juicio contencioso administrativo respecto de dicha autoridad.

Al respecto, es oportuno precisar, que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el sobreseimiento decretado, no exime al Presidente Municipal de San Luis Potosí, en caso de así requerirse, del cumplimiento de la Sentencia que en el presente juicio se dicte, ya que su cumplimiento es de orden público y obligatorio para todas las autoridades que por motivo de sus atribuciones competenciales se encuentren obligadas a intervenir en su cumplimiento, incluso aquellas que no tuvieron la calidad de autoridad demandada.
Ahora bien, la Jefa de la Sección Primera de Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, invoca como causales de improcedencia las previstas en el artículo 229 fracciones II, V y VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y como causales de sobreseimiento las previstas en el artículo 229 fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; sin embargo no formula ningún razonamiento o manifestación en donde se exprese como es que se actualizan las causales de improcedencia invocadas; Asimismo por su parte, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, argumenta que en el caso se actualizan las causales de improcedencia previstas en el artículo 229 fracciones II, V y VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y las causales de sobreseimiento previstas en el artículo 229 fracciones II y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; bajo el argumento de que el acto reclamado por el actor no afecta sus intereses jurídicos, en virtud de que desde el inicio del procedimiento se respetaron y cumplieron los derechos de ley, y se le hicieron saber sus derechos como imputado, por lo que el actor conoció las consecuencias de su desinterés procesal, y por esa misma razón se actualiza la causal de improcedencia relativa a que se trata de un acto consumado de manera irreparable; señala además, que se trata de un acto consentido, ya que desde que se le notificó el inicio del procedimiento pudo haber realizado alguna acción para defender el resultado que aquí se combate.
A juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, las causales de improcedencia invocadas son infundadas, de acuerdo con las consideraciones que se expresan a continuación.
En primer lugar, nos referimos al argumento sobre la afectación a los intereses jurídicos de la parte actora; al respecto, se reitera lo precisado en el Considerando Segundo de esta Sentencia, en el sentido de que del expediente CHJ/009/2019, documental cuyo valor probatorio pleno ya se estableció, se desprende que al actor se le impuso la sanción de baja o cese por parte de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, lo que de manera evidente afecta sus intereses jurídicos, ya que se le privó del cargo de Policía Tercero en el cuerpo de seguridad pública antes mencionado.
En ese sentido, se debe precisar, que la notificación del inicio del procedimiento y de las posibles consecuencias de un procedimiento jurídico, se ha reconocido como parte del derecho de audiencia, tal y como se puede apreciar en la Tesis de Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO”, misma que se transcribe a continuación: 
“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.- La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.- Pleno.”

En ese sentido, la notificación del inicio del procedimiento y sus posibles consecuencias, se traduce en un respeto a los derechos del hoy Actor; sin embargo, ello no torna improcedente el juicio contencioso administrativo, ya que la afectación que se reclama no se refiere al inicio del procedimiento, sino a la imposición de la sanción que se verificó hasta la emisión de la resolución definitiva del procedimiento sustanciado por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, de fecha 07 de septiembre de 2020, en que se determinó imponer la sanción de baja o cese, que afecto el interés jurídico del actor de manera definitiva en dicho procedimiento.
Al respecto, es oportuno precisar, que si bien es cierto que en el escrito inicial de demanda, el Actor señaló como fecha de emisión de la resolución impugnada el 31 de agosto de 2020, no menos cierto es que, manifestó desconocer tal resolución, por lo que se justifica dicha imprecisión, aunado a que, en el escrito de ampliación de demanda, una vez conocido el contenido de la mencionada resolución señaló de manera correcta la fecha en que la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí la dictó, es decir, el 7 de septiembre de 2020.

En lo que se refiere al argumento de la autoridad demandada, en el sentido de que la notificación del inicio del procedimiento y sus posibles consecuencias, hace que el acto impugnado sea considerado como un acto de imposible reparación; a juicio de la suscrita Magistrada resulta igualmente infundado, habida cuenta que, no hay una relación lógico jurídica entre ambas circunstancias.
En efecto, el hecho de que en el presente caso, la autoridad aduzca que se siguieron todas las formalidades necesarias, para respetar el derecho de audiencia, al notificar al ahora actor adecuadamente el inicio del procedimiento y sus posibles consecuencias, ello no tiene como efecto jurídico, que la resolución final del procedimiento sea inatacable, y por ello se considere consumada de un modo irreparable; puesto que no hay disposición jurídica que así lo establezca; por el contrario, del artículo 7° fracción XVII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que establece la competencia de este Tribunal para conocer de determinados actos administrativos, se desprende que el juicio contencioso administrativo procede en contra de la resolución definitiva como la que hoy se impugna, y respecto de la cual para declarar su nulidad se pueden alegar causales de ilegalidad que demuestren violaciones de procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de lo resuelto.
En ese sentido, podemos concluir que las violaciones de procedimiento, son atacables cuando se impugna la resolución definitiva, que es aquella contra la que procede el juicio contencioso administrativo, por consiguiente, resulta infundado el argumento hecho valer por las autoridades demandadas, pues una adecuada notificación del inicio del procedimiento no afecta de manera alguna el derecho del particular para impugnar la resolución definitiva del procedimiento administrativo ni que se considere un acto consumado de modo irreparable, máxime que las disposiciones aplicables al juicio en que se actúa establecen lo contrario.
Para concluir este punto considerativo, y en obvio de repeticiones innecesarias, se debe precisar que el argumento de que la resolución impugnada es un acto consentido, resulta igualmente infundado, por la razones ya expuestas, habida cuenta que, el planteamiento en igualdad de circunstancias equivale a que el acto fue consentido porque no se controvirtió el inicio del procedimiento, lo cual es contrario a las disposiciones legales aplicables al juicio contencioso administrativo.

Asimismo, a mayor abundamiento, en el caso se advierte que la resolución definitiva impugnada no constituye un acto consentido de manera tácita, dado que de la fecha de su emisión 
-7 de septiembre de 2020-, aun cuando se manifestó su desconocimiento por no haberse notificado personalmente al actor, a la fecha de presentación de la demanda -09 de octubre de 2020- no habían transcurrido los treinta días hábiles que al efecto prevé el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para la presentación de la demanda, por lo cual procede analizar los argumentos expuestos por el actor en cuanto al fondo del asunto.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 4 y 5, (escrito inicial de demanda), y a fojas 148 y 149 (escrito de ampliación de demanda), del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada, procede analizar bajo el principio de mayor beneficio que consagra el artículo 252, párrafo cuarto, del Código Procesal Administrativo para el Estado, los argumentos hechos valer por el actor, de manera conjunta en el número 4., del escrito inicial de demanda y la parte final de los argumentos contenidos en el escrito de ampliación de demanda, en los que medularmente alega:

Que la resolución impugnada le causa agravio al otorgar valor probatorio pleno a pruebas supuestamente presentadas de las cuales se puede apreciar que nunca se comprueba la conducta que se afirma realizó, y, al no existir pruebas con valor probatorio pleno se violaron sus garantías individuales y el principio pro persona, toda vez que no hay ninguna prueba que de manera fehaciente demuestre que el hoy accionante realizó la conducta que se le imputó.

Aunado a que, alega que se viola con la resolución impugnada el principio de presunción de inocencia que opera a su favor en el citado procedimiento, ya que las pruebas con que la autoridad resuelve sancionar con la baja o cese solamente constituyen dichos de la parte que se dijo afectada en su queja y unas supuestas grabaciones que no hacen prueba plena para demostrar la conducta imputada, agregando que los supuestos videos no demuestran de manera plena al no corresponder a la hora que menciona el afectado y además de que de los mismos se desprende que el afectado tuvo contacto con otro compañero , pero sobre todo que en ningún momento se aprecia que le haya entregado el dinero que se refiere, por lo que no existen pruebas plenas que acrediten que el hoy actor realizó un acto de corrupción.

En este punto, esta Sala estima necesario establecer que conforme a lo dispuesto en el artículo 249 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, las manifestaciones de inconformidad expuestas con anterioridad permiten conocer y deducir el agravio del accionante en que sustenta sus hechos y argumentos de ilegalidad de la resolución impugnada, no obstante que en los mismos no hubieren sido elaborados mediante una fórmula lógica jurídica en particular.

Lo anterior se afirma, en virtud de que, de la síntesis de dichas manifestaciones se advierte claramente que el actor se duele de una violación al principio de presunción de inocencia en su vertiente de estándar de prueba, y en razón de que dicho principio se encuentra regulado en el artículo 126 párrafo primero de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

Asimismo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR”, estableció, que la causa de pedir se traduce en la expresión de la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio; a continuación se transcribe la citada Tesis de Jurisprudencia:
 “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.- Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona el criterio formalista sustentado por la anterior Tercera Sala de este Alto Tribunal, contenido en la tesis de jurisprudencia número 3a./J. 6/94, que en la compilación de 1995, Tomo VI, se localiza en la página 116, bajo el número 172, cuyo rubro es "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICO JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, en lo fundamental, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación radican en que, por una parte, la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales no exige, en sus artículos 116 y 166, como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”

Por su parte las autoridad demandada al formular sus respectivas contestaciones arguyó que el argumento es falso en su totalidad ya que la inasistencia del actor a la audiencia de ley derivó en su pérdida del derecho a contestar la denuncia en su contra y alegar en el procedimiento de origen, teniéndose por ciertos los hechos imputados, así como que el desinterés procesal del ahora actor no constituye una posibilidad de invalidez del acto que se reclama.
Una vez analizados los argumentos de las partes esta Juzgadora estima que los motivos de disenso del actor resultan esencialmente fundados, y por ende suficientes para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada, con base en las consideraciones que a continuación se exponen:
En ese contexto, de lo expuesto por la parte actora, previamente sintetizado por esta Sala, resulta claro que se advierte la causa de pedir, pues el actor se duele de que en la actividad de valoración probatoria, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia, ya que se incumplió con la de carga de la prueba, en razón de que, las pruebas en que se basó para resolver carecen de eficacia probatoria para acreditar la plena responsabilidad en la comisión de la infracción que le fue atribuida.
Ahora bien, en cuanto al procedimiento disciplinario el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento:

I. Se iniciará por solicitud escrita presentada por el titular de la Unidad de Asuntos Internos de las instituciones de seguridad pública, en los términos de sus ordenamientos.

La solicitud deberá contener lugar, fecha, y la imputación que se atribuye al probable infractor; pruebas que sustenten la imputación, motivación para su formulación, y fundamentación de la infracción que se imputa;

II. La Comisión de Honor y Justicia dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir del momento en que reciba la solicitud, por conducto de su presidente, asignará el número progresivo que corresponda al expediente y dictará acuerdo de radicación, en el que señalará día y hora para la celebración de una audiencia, que deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes al que se haya dictado el acuerdo.

En el mismo acuerdo, la Comisión de Honor y Justicia, por conducto de su presidente acordará:

a) Se notifique personalmente al probable infractor, y a los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, cuando menos con diez días de anticipación a la audiencia.

b) Que en el acto de notificación, al probable infractor se le entregue copia cotejada del escrito de solicitud, así como de las constancias y actuaciones que obren en el expediente.

Con respecto de la información reservada o confidencial prevista en la fracción III del presente artículo, únicamente se le permitirá consultarla en el local de la instancia y ante la presencia del personal actuante que para tal efecto designe el Presidente, pudiendo en tal caso tomar las anotaciones que considere pertinentes.

c) Se apercibirá al probable infractor que la imputación se tendrá por consentida y aceptada, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no concurre a la audiencia por causa injustificada.

d) Se haga saber al presunto infractor el derecho que tiene para exponer su defensa por sí mismo; o bien, para asistirse de un abogado durante la sustanciación del procedimiento, de un abogado, así como para ofrecer las pruebas que a su derecho convenga.

e) En el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia no se admite la representación, por lo que el presunto responsable debe comparecer en forma personal e insustituible, a declarar sobre las imputaciones que se le hagan respecto a hechos propios, relacionados con actos u omisiones que podrían constituir infracciones a sus deberes.

f) La comparecencia podrá ser por escrito, la cual en todo caso, tendrá que ser ratificada durante la audiencia por el presunto infractor.

En el escrito de comparecencia el probable infractor ofrecerá y acompañará sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, siendo admisibles toda clase de pruebas, con excepción de la confesional mediante absolución de posiciones, o aquéllas que sean contrarias a la moral o al derecho.

Los testigos, que no podrán exceder de dos por cada hecho, deberán ser presentados por el oferente, debidamente identificados mediante documento oficial con fotografía reciente. La prueba testimonial se declarará desierta si los testigos no comparecen a la audiencia.

El oferente de la prueba deberá exhibir el interrogatorio correspondiente, debidamente firmado, y copia del mismo para cada una de las demás partes, a fin de que estén en aptitud de formular repreguntas, las cuales, en su caso, deberán hacer en el momento en que se desahogue la prueba, sin que puedan exceder de dos por cada directa.

El oferente no podrá formular a los testigos más preguntas de las contenidas en el interrogatorio respectivo; el presidente por sí o a solicitud de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, podrá requerir a los declarantes para que amplíen su contestación, o formularles de manera directa las preguntas que estime pertinentes en relación con los hechos de su testimonio.

g) Las autoridades tienen obligación de expedir, a costa del probable infractor, las copias de los documentos que les soliciten a fin de que puedan rendir sus pruebas; si no lo hicieran, el día de la audiencia la Comisión de Honor y Justicia a solicitud del probable infractor, y previa justificación de que hizo la solicitud correspondiente cuando menos tres días hábiles antes de la celebración de la audiencia, acordará que por medio de su presidente se requiera a la autoridad la expedición de las copias, apercibiendo de la aplicación de los medios de apremio en caso de incumplimiento;

III. Se considerará como reservada o confidencial, la información que pueda comprometer la seguridad pública; poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; causar un serio perjuicio a las actividades de verificación del cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de delitos; la impartición de justicia; la recaudación de contribuciones; y aquélla que sea considerada como tal por la ley.

La resolución que clasifique la información como confidencial deberá estar debidamente fundada; y tal carácter no podrá ser impedimento para que dicha información sea puesta a disposición de las autoridades jurisdiccionales competentes;

IV. La notificación al probable infractor se realizará en forma personal en el domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en el último que hubiera aportado, o en el lugar en el que se encuentre físicamente.

El probable infractor, en el primer escrito que presente ante la Comisión de Honor y Justicia, está obligado a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la ciudad en la que resida la Comisión de Honor y Justicia, apercibiéndolo de que en caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones se realizarán por medio de estrados en lugar visible al público, dentro de las instalaciones que ocupe la propia Comisión.

La audiencia podrá diferirse por causas de fuerza mayor, plenamente acreditada en autos, en cuyo caso deberá notificarse personalmente a las partes la resolución fundada y motivada que así lo determine, así como la nueva fecha y hora fijadas para la celebración de la audiencia; el diferimiento podrá ser acordado por el presidente o por el pleno de la Comisión de Honor y Justicia;
V. El día y hora señalados para la celebración de la audiencia a la que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, se procederá conforme a lo siguiente:

a) El presidente solicitará al Secretario tome lista de asistentes, para verificar el quórum para sesionar.

Una vez verificado el quórum, el presidente declarará formalmente abierta la sesión y, enseguida, el secretario dará cuenta de la asistencia o no del presunto infractor. En caso de haber comparecido, tomará las generales del presunto infractor y de su defensor; protestando al primero conducirse con verdad, y advirtiéndole de los delitos que comete quien declara falsamente ante una autoridad administrativa, y discerniéndole el cargo al segundo. Acto seguido procederá a dar lectura a las constancias relativas a la imputación y datos de cargo, con la finalidad de hacer saber al presunto infractor los hechos que se le atribuyen.

b) En caso de no haber comparecido el presunto infractor, verificándose su legal emplazamiento, de oficio se hará efectivo el apercibimiento a que se refieren las fracciones II y IV del presente artículo, y seguirá el procedimiento en rebeldía.

c) A continuación se concederá el uso de la palabra al presunto infractor, para que por sí o por medio de su abogado, expongan lo que a su derecho convenga, y ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes, o bien ratifique el contenido de su escrito de comparecencia.

d) Concluida la exposición del probable infractor, la Comisión de Honor y Justicia resolverá cuáles pruebas son admitidas, o desechadas por no tener relación con los hechos, ser inconducentes o contrarias a derecho; haciendo constar su determinación en el acuerdo respectivo, que firmarán los asistentes para efectos de notificación.

e) Los miembros de la instancia están facultados para cuestionar a los comparecientes; solicitar informes u otros elementos de prueba, por conducto del secretario, previa autorización del presidente, con la finalidad de allegarse de datos necesarios para el esclarecimiento del asunto.

f) Los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia, por conducto del secretario y previa autorización del presidente, podrán formular preguntas al presunto infractor, solicitar informes u otros elementos de prueba que estimen pertinentes, con la finalidad de allegarse los datos necesarios para el conocimiento del asunto.

g) Contra la determinación de la Comisión de Honor y Justicia, por la que se resuelva lo relativo a las pruebas, no procede medio de defensa alguno, y en todo caso, se podrá combatir dentro de los medios de defensa que procedan contra la resolución definitiva del procedimiento;

VI. Si las pruebas ofrecidas admitidas requieren preparación, el presidente establecerá un término probatorio de quince días para su desahogo. En caso contrario, se declarará agotada la instrucción y dará curso al procedimiento;

VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción.

La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.
Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos.

En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados.

La resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas, y

VIII. La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Harán prueba plena la confesión expresa del probable responsable y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado.

b) El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la Comisión de Honor y Justicia.”

De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se desprende que en cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de audiencia, debido proceso y principio de presunción de inocencia.

Por consecuencia cualquier infracción, cometida por acción u omisión que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de los deberes de los integrantes de los cuerpos de policía se someterá conforma a la mencionada Ley, sus reglamentos o a los ordenamientos jurídicos de la materia, ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al procedimiento establecido en dicho precepto legal.

 Enseguida, a lo que interesa al presente caso, el último párrafo de la fracción VII del precepto antes transcrito, establece que la resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas.
Por lo que hace a la valoración de pruebas, la fracción VIII del multicitado artículo establece como regla las siguientes: harán prueba plena la confesión expresa del probable responsable y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado, entre otras.

Por su parte, el considerando Sexto de la resolución impugnada establece:
“… SEXTO.- Habiendo conocido, las imputaciones, que el Subdirector de Inspección General, realiza en contra del C. ****** ****** **********, se debe tener en consideración que el hecho que se le imputa es la comisión de un acto contrario a la normatividad interna y aplicable para todo elemento operativo que forme parte de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, como lo es el “SOLICITAR O ACEPTAR PERSONALMNETE O POR INTERPOSITA PERSONA, PARA SI O PARA OTRO, DADIVAS O PRESTACIONES POR HACER ALGO INDEBIDO O DEJAR DE HACER ALGO DEBIDO, RELACIONADO CON SUS FUNCIONES.”, hipótesis que en su caso se encuentra debidamente establecida y sancionada tanto por el artículo 56 en su  fracción XIII, de la ya citada Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, así como por los artículos 93 fracción X y 135 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, este último, de indispensable aplicación al denunciado, por la calidad de Personal Operativo de la Institución de Seguridad, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, a la cual pertenece el encausado.
 Aunado a todo lo anterior es necesario tomar en consideración que aun cuando el C. ****** ****** **********, fue debidamente emplazado a juicio y que se le hizo conocedor de las consecuencias legales a que podía hacerse merecedor, como ha quedado plasmado en puntos anteriores, al no asistir a la Audiencia de ley, se le declaro la correspondiente rebeldía, lo anterior en cumplimiento a los apercibimientos contenidos en el auto de inicio del procedimiento el cual le fue legalmente notificado, mediante diligencia de fecha 25 veinticinco de Junio de 2019, y que se dejaron subsistentes para el diferimiento de la audiencia de ley, a la que el C. ****** ****** **********, dejo de asistir perdiendo con esto el derecho de contestar con posterioridad la imputación que motivó el presente expediente, es decir declarándosele la correspondiente rebeldía, y teniéndosele por contestando en sentido afirmativo a las acusaciones que le imputa el Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí.
Por tanto, y ante la falta de argumentos de defensa y la falta, de ofrecimiento de pruebas para desvirtuar lo denunciado, con las actuaciones que integran el expediente SIGAI-009/2019, se presume acreditada la responsabilidad del denunciado C. ****** ****** **********, en cuanto a imputación que le realiza el Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, ya que no existen (sic) argumento ni prueba alguna que el denunciado haya ofrecido para desvirtuar los mismos.
En ese tenor es necesario analizar las conductas denunciadas y presumiblemente desplegadas por el C. ****** ****** **********, consistentes en SOLICITAR O ACEPTAR PERSONALMENTE O POR INTERPOSITA PERSONA, PARA SI O PARA OTRO, DADIVAS O PRESTACIONES POR HACER ALGO INDEBIDO O DEJAR DE HACER ALGO DEBIDO, RELACIONADO CON SUS FUNCIONES, lo anterior, lo pretende acreditar el denunciante, mediante los documentos que se han descrito en el considerando Quinto de la presente resolución, de los cuales resulta de suma importancia el analizar el documento consistente en la queja y sus anexos, interpuesta por el C. ****** ****** **********, en contra del C. ****** ****** **********, ante la Oficina de Atención Integral de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, el cual obra a fojas de la 3 tres a la 10 diez, del expediente de investigación, SIGAI-02/2019, mediante la cual denuncia el acto de corrupción en contra del Pol. ****** ****** **********, ocurrido dentro del Edificio de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; narrando el C. ****** ****** **********, lo siguiente: "que el día de hoy 26 de marzo del presente año, siendo aproximadamente las 8:40 horas me presente en este edificio de Seguridad Pública Municipal, Ubicado en Sexta Oriente No. 455 Col. Central de Abastos, para efecto de tramitar un permiso para colar una loza, por lo que me entreviste con dos señoritas de tráfico pesado de las cuales desconozco su nombre y me informaron que tenía que tramitar un permiso, costo por unidad y que tenía que realizar un escrito, me solicitaron el nombre de la concretara y checaron si los documentos estaban en orden y el horario en que iba a colar y dirección, esas mismas señoritas me mandaron a un módulo que está entrando a mano izquierda y ahí me atendió otro oficial de sexo masculino del cual desconozco su nombre quien me entrego un formato de los datos que debería de llevar el escrito, diciéndome que el permiso se tardaba más o menos quince días, comentándole que yo ya tenía el concreto programado para realizar la loza para mañana 27 de marzo del presente año, y cuando ya supo que iba a colar mañana me dijo "espérame" llegando de inmediato un oficial quien me pregunto que si contaba con mi permiso de construcción y el horario, argumentándole yo que tenía todo en orden y me dijo que si tenía el oficio me tardaría en dar el permiso como 15 días, en el formato que se me entregó decía LIC.FILEMON JUÁREZ SANTANA, preguntándole si el era el Lic. Filemón, contestándome que no, y entonces le pregunte “¿Con quién tengo el gusto? Contestándome LIC ****** ****** **********” y después me solicitó lo acompañara afuera diciéndome “si quieres pagar la multa, son $6,000.00" y le conteste déjeme hablar con el dueño para ver si quiere pagar la multa o se espera a los quince días, diciéndole que lo iba a consultar con el dueño y si me autorizaba regresaba enseguida; por lo que decidí ir a mi casa y traer $3,000.00 (tres mil pesos 00/10 m.n.) para ver si era suficiente. Llegue nuevamente al edificio y le (sic) pregunte por-****** ****** **********, y enseguida volvió a bajar y le dije que iba a pagar la multa y le dije que solo traía 3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.) después me pregunto que si traía el oficio y le dije que sí que lo traía en el celular en PDF que si\ me daba tiempo de ir a imprimirlo y me dijo que no que se lo mandara a su celular por whatsapp dándome su número para mandárselo (***********), enviándoselo a las 10:50 diez horas con cincuenta y cuatro minutos, diciéndome enseguida "deja voy a que me hagan la multa para que pagues en caja" y bajo y me dio la orden de pago, me fui a formar a la caja para pagar $261.92 (doscientos sesenta y un peso 92/100 m.n.), posteriormente me hizo la seña para que fuera al baño que se encuentra a un costado de tráfico pesado y una vez estando en el baño me dice "ya está el permiso, ya está autorizado, ya puedes colar, pero pues nada mas traes $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.) y son $6,000.00 (seis mil pesos 00/100 m.n.) no hay multas de $3,000.00 (tres mil pesos 00/100 m.n.)" entonces le contesto "dame chance de ir a conseguir los otros tres mil" contestándome "la neta $6.000.00 (seis mil pesos 00/100 m.n.) es mucha  lana solo dame pal chasco (sic)" preguntándole ¿Cuánto? Diciéndome “tu matate solo”, entregándole en ese momento la cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m.n.) y finalmente me dijo "ni te conozco ni me conoces" nos saludamos de mano, se salió del baño y enseguida yo también salí del baño.

Aunado a lo anterior se destaca la primera declaración que realiza el denunciado ****** ****** **********, misma que realizo dentro del Acta Circunstanciada, de fecha 26 de Marzo de 2019, mediante la cual declara "acepto que sí le agarre $500.00 pesos al señor, pero que también diga que el me  los ofreció, ya que él quería un permiso para hacer un colado y ese tipo de permisos se deben hacer con 15 días de anticipación, a lo que yo le dije que le podía ayudar pero que considerara que la multa si no se le daba el permiso era de más o menos $6,000.00 seis mil pesos ofreciéndome el señor ****** ******  $3,000.00, para que agilizara el permiso para hoy, es decir el me lo ofreció,  yo no se lo pedí,  por lo que accedí a elaborarle el trámite y una vez que le di el permiso le dije que $3,000.00 tres mil era mucho, que solo me diera lo que quisiera para el refresco, dándome únicamente $500.00 quinientos pesos", es de tomarse en consideración la misma, ya que aun y cuando en el documento que la contiene no obra la firma del denunciado, existe la certificación de la negativa del denunciado a firmar dicho documento, en ese sentido, es de darle especial valor a dicha declaración, ya que la rindió ante el quejoso, quien de manera directa se vio afectado por el actuar del denunciado, es decir, ante el C. ****** ****** **********, por lo que no podía variar la verdad histórica de los hechos en los que incurrió, razón por la que es presumible la comisión de los hechos que se le imputan al C. ****** ****** **********.
De acuerdo con los hechos que pretende probar el denunciante, se tiene que con la conducta desplegada por el C. ****** ****** **********, es decir, el aceptar que AGARRÓ una cantidad cierta de dinero, por ofrecerse a ayudar y agilizar un trámite que es propio de sus funciones, accediendo a hacerlo, como se advierte del párrafo anterior. Por tanto, si la parte denunciante le imputa al C. ****** ****** **********, el “SOLICITAR O ACEPTAR PERSONALMENTE O POR INTERPOSITA PERSONA, PARA SI O PARA OTRO, DADIVAS O PRESTACIONES POR HACER ALGO INDEBIDO O DEJAR DE HACER ALGO DEBIDO, RELACIONADO CON SUS FUNCIONES”, situación que se encuentra prevista en los ordenamientos aplicables al C. ****** ****** **********, como lo es la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, en su artículo 56 fracción XIII, como una de las obligaciones que todo integrante de los cuerpos de seguridad debe cumplir, de igual manera, al pertenecer el C. ****** ****** ********** a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, debe cumplir de manera puntual con lo que se establece en el Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, que de manera precisa en su numeral 93 advierte cuales son las facultades y obligaciones que como elemento operativo debe cumplir, entre las cuales destaca la fracción X, la cual los obliga a ABSTENERSE EN TODO MOMENTO DE SOLICITAR, ACEPTAR Y RECIBIR POR SI O POR INTERPOSITAS PERSONAS, DADIVCAS (SIC) O GRATIFICACIONES DIFERENTES A LAS CONTEMPLADAS POR LA LEY, lo cual no sucedió, ya que con el actuar del denunciado, se actualiza el incumplimiento de la norma, ante la aceptación de una davida o gratificación, sin importar si el la solicito o le fue ofrecida, correspondiente a una cantidad de dinero por realizar un trámite a sus funciones, causas por las que se actualiza el incumplimiento al reglamento que como personal operativo debe cumplir, y por lo cual se hace merecedor a una sanción, esto de conformidad con el diverso numeral 135 en su fracción IV, del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, que a la letra dice: ART. 135 La Comisión de Honor y Justicia de la Corporación, es la única facultada para aplicar la baja o cese por infracción que ameriten los elementos policiales y serán las causas, las siguientes: fracción IV. Solicitar o aceptar personalmente o por interpósita persona, para sí o para otro, dádivas o prestaciones por hacer algo indebido o dejar de hacer algo debido, relacionado con sus funciones; por lo que el denunciado al haber aceptado de manera personal del C. ****** ****** ********** una cantidad de dinero, en el caso específico, la cantidad de $500.00 quinientos pesos 00/100 m.n. para si mismo, esto al ofrecerse a realizar un  trámite que está dentro de sus obligaciones en un tiempo que no es el correspondiente es decir, dejando de seguir los pasos temporales necesarios para su expedición, haciendo con esto algo indebido, como lo es la tramitación de un permiso para colar en un solo día, situación que se narra cómo queja por el C. ****** ****** ********** y que se robustece con la declaración del C. ****** ****** **********, quien acepta el haber recibido la cantidad de dinero señalada supra líneas, y sin que en el momento procesal oportuno hubiera desacreditado tal situación, ello para poder realizar un trámite que por obligación debe realizar, sin que deba recibir de quien lo solicita algo a cambio, situación que actualiza el incumplimiento de una obligación al haber aceptado de manera personal, para sí una dádiva por hacer algo indebido y dejando de hacer algo debido, es por lo que se tiene por actualizado el incumplimiento a la hipótesis a que hace referencia el numeral 56 en su fracción XIII, de la ya citada Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, resultando con esto acreditada la conducta desplegada por el C. ****** ****** **********, consistente en SOLICITAR O ACEPTAR PERSONALMENTE O POR INTERPOSITA PERSONA, PARA SI O PARA OTRO, DADIVAS O PRESTACIONES POR HACER ALGO INDEBIDO O DEJAR DE HACER ALGO DEBIDO, RELACIONADO CON SUS FUNCIONES.
Es por lo anterior, que de conformidad con el numeral 135 fracciones IV, (sic) 140 fracc. X del Reglamento Interno de la Dirección general de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, resulta procedente resolver dentro del presente procedimiento administrativo, la BAJA O CESE Y/O LA TERMINACIÓN DEL SERVICIO DE CARRERA POLICIAL, POR REMOCIÓN DEL CARGO, del C. ****** ****** ********** (SIC), de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, esto ante la acreditación, de los hechos que se le imputan y por los motivos anteriormente expuestos, al haber incurrido el C. ****** ****** **********, en la conducta contraria al comportamiento que debe seguir como elemento operativo de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, como lo es SOLICITAR O ACEPTAR PERSONALMENTE O POR INTERPOSITA PERSONA, PARA SI O PARA OTRO, DADIVAS O PRESTACIONES POR HACER ALGO INDEBIDO O DEJAR DE HACER ALGO DEBIDO, RELACIONADO CON SUS FUNCIONES.”
De la transcripción anterior, se advierte que en el segundo párrafo del considerando Sexto, se precisó que el imputado -aquí actor-, no asistió a la audiencia de Ley, lo que trajo como consecuencia, que se le declarase en rebeldía, y se tuviera por contestada en sentido afirmativo la imputación formulada en su contra, y derivado de ello, por la inexistencia de argumentos y pruebas para desvirtuar la imputación formulada en su contra la demandada presumió acreditada su “responsabilidad”; posteriormente se refirió al análisis de la conducta atribuida y conforme a los documentos aportados por la autoridad denunciante los cuales identificó en el considerando Quinto de la misma resolución otorgando vital importancia al contenido de la queja con que se inició la investigación, y enseguida procedió a analizar de manera destacada a la que denominó “primera declaración” que realizó el hoy actor dentro del Acta Circunstanciada de 26 de marzo de 2018, de la cual la demandada consideró robustecía la situación narrada en la queja presentada por el C. ****** ****** **********, por aceptar haber recibido una cantidad de dinero sin que en el momento procesal oportuno hubiera desacreditado esa situación, lo cual consideró actualizaba la conducta un incumplimiento a su obligación, y tuvo por actualizado el incumplimiento a la hipótesis prevista en el artículo 56 fracción XIII, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, consistente en solicitar o aceptar personalmente o por interpósita persona, para sí o para otro, dadivas o prestaciones por hacer algo indebido o dejar de hacer algo debido, relacionado con sus funciones.
Concluyendo que era procedente en términos de lo dispuesto en el artículo 135 fracción IV, 140 fracción X, del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, la Baja o Cese y/o la Terminación del Servicio de Carrera Policial, por Remoción del Cargo del hoy actor.
Ahora bien, es oportuno tomar en cuenta que el actor se duele de que en la actividad de valoración probatoria, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí demandada, violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia, en cuanto que desestimó que no se cumplió con la de carga de la prueba, en razón de que señala que las pruebas aportadas carecen de eficacia probatoria para acreditar la plena responsabilidad en la comisión de la infracción que le fue atribuida.
En ese contexto, encontramos que tenemos posiciones divergentes en cuanto a la carga de la prueba, ya que por una parte la Autoridad Demandada trasladó la carga de la prueba al aquí actor con sustento en el apercibimiento realizado y hecho efectivo en términos del artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y el actor por su parte, estima que la carga probatoria correspondía a la parte acusadora dentro del procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, y que con las pruebas aportadas por esta debería encontrarse debidamente acreditada la conducta, pues señala que esa carga probatoria no se cumplió con suficiencia, porqué las pruebas aportadas carecían de eficacia probatoria para acreditar plenamente la imputación formulada en su contra, por lo que se violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia por la demandada al resolver en la forma en que lo hizo.
Una vez precisada la litis, se insiste en que el estudio del argumento del actor implica una atención a la causa de pedir, precisión que resulta válida, puesto que, sus argumentos se refieren a una insuficiencia probatoria respecto del cúmulo de pruebas ofertadas por la parte acusadora en el procedimiento disciplinario, mismas que se debe decir, y en particular porque ni siquiera fueron valoradas por la Comisión de Honor y Justicia, bajo el razonamiento de trasladar la carga de la prueba al acusado, bajo la justificación de que no asistió a la audiencia prevista dentro del procedimiento disciplinario; argumentos de la Parte Actora que se estima se enderezan a controvertir el razonamiento probatorio de la Comisión de Honor y Justicia, que debía atender el principio de presunción de inocencia, al no haber pruebas que probaran plenamente su responsabilidad.
En ese contexto, se hace evidente, que el Actor controvierte el razonamiento toral usado por la Comisión de Honor y Justicia para determinar su responsabilidad, al alegar que la valoración probatoria no atendió el principio de presunción de inocencia que el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado establece, al momento de emitir la resolución impugnada y realizar el ejercicio de valoración probatoria que el mismo precepto legal establece.
Ahora bien, de acuerdo con el artículo 126 párrafo primero de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el procedimiento disciplinario ante la Comisión de Honor y Justicia, se rige por los principios de audiencia, debido proceso y presunción de inocencia, tal y como se pudo apreciar en la transcripción realizada supra líneas.
Sobre el principio de presunción de inocencia aplicado en procedimientos administrativos sancionatorios, la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.”, en la cual el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que dicho principio es aplicable a todo procedimiento sancionador, pues la presunción de inocencia es un derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado; cuyo efecto procesal, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad que acusa. A continuación se transcribe integro el texto de la Tesis de Jurisprudencia en mención:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. - El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.- Contradicción de tesis 200/2013.- Pleno.”

En la parte final de la Tesis de Jurisprudencia transcrita, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación nos acerca al siguiente tema, la relación subyacente entre el principio de presunción de inocencia y la carga de la prueba, pues nos deja ver con meridiana claridad, que el principio de presunción de inocencia, aplicado en el procedimiento administrativo sancionador, tiene como consecuencia procesal, el desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso legal.
La referencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, nos da entrada para abordar el siguiente aspecto del estudio, que es determinar el alcance o significado del principio de presunción de inocencia.
En efecto, una vez que hemos establecido la aplicabilidad del principio de presunción de inocencia, en el procedimiento administrativo disciplinario ante la Comisión de Honor y Justicia, resulta necesario estudiar su alcance o significado, es decir que debemos entender por dicho principio, o que significa aplicar dicho principio, ya que, como tal, no constituye una regla, es decir no expresa una norma conductual determinada, sino que, al ser su naturaleza la de un principio jurídico conlleva un contenido mucho más general, indeterminado, y fundamental, que da origen  figuras y reglas interconectadas e interrelacionadas, por lo que presenta diversas facetas o manifestaciones, que dimanan de él, se trata pues, de la base, origen y/o razón fundamental de la cual proceden.
Resulta esencial el estudio del significado del principio de presunción de inocencia, en nuestro caso se centra en la resolución de la litis, que se traduce en determinar cuál de las versiones contrapuestas es la jurídicamente válida, y que debe prevalecer, es decir, si le asiste la razón a la parte actora en cuanto sostiene que conforme al principio de presunción de inocencia, la carga de la prueba le correspondía a la parte acusadora y por ende resulta ilegal que desestimara realizar una valoración de todas las pruebas para determinar si realmente se encontraba acreditada la falta imputada, por lo cual la parte acusadora estaba obligada a probar la imputación, o bien, si le asiste la razón a la Comisión de Honor y Justicia, en cuanto determinó que la carga de la prueba correspondía al ahora Actor, quien estaba obligado a desvirtuar la imputación formulada en su contra y bastaba con que observara lo establecido en la prueba documental aportada por el denunciante consistente en el acta circunstanciada de 26 de marzo de 2019.
Adicionalmente, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido, la interpretación del principio de presunción de inocencia, calificándolo como un derecho “poliédrico”, porque tiene diversas manifestaciones o vertientes, una de ellas, la carga de la prueba que corresponde a la parte acusadora, misma que además debe satisfacer requisitos para desvirtuar la presunción de inocencia; a continuación se transcriben las Tesis de Jurisprudencia que sostienen el régimen que establece el principio:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "estándar de prueba" o "regla de juicio", en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar.- Primera Sala.”

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA PROBATORIA. - La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "regla probatoria", en la medida en que este derecho establece las características que deben reunir los medios de prueba y quién debe aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado.- Primera Sala.”

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL. La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se manifiesta como "regla de trato procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que este derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal. En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de toda persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena a los jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la pena.- Primera Sala.”

En ese orden, debemos retomar la litis del presente juicio contencioso administrativo, en donde  encontramos que tenemos posiciones divergentes en cuanto a la carga de la prueba, ya que por una parte la autoridad demandada trasladó la carga de la prueba al ahora actor con sustento en el apercibimiento realizado y hecho efectivo en términos del artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y el actor por su parte, sostiene que la carga probatoria correspondía a la parte acusadora dentro del procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia, y señala esencialmente que esa carga probatoria no se cumplió con suficiencia, porqué las pruebas aportadas carecían de eficacia probatoria para acreditar plenamente la imputación formulada en su contra, por lo que se violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia.
En ese sentido, como se ha establecido, en el caso que nos ocupa, en el procedimiento seguido ante la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, se exigió al hoy actor que desvirtuara la imputación en su contra, es decir, se le requirió que probara su inculpabilidad, presumiendo su responsabilidad, desplazando la carga de la prueba en su contra, en contravención al derecho de presunción de inocencia, a virtud del cual, la carga de la prueba, el “onus probandi”, le corresponde a la parte acusadora.

En ese contexto, a Juicio de esta Sala Unitaria la resolución de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, resulta contraria al principio de presunción de inocencia previsto en el primer párrafo del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, el cual se relaciona íntimamente con el diverso 8.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, con base en las consideraciones que más adelante serán expuestas.
En esas circunstancias, la resolución de la Comisión de Honor y Justicia tiene sustento en lo dispuesto en el artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, disposición que ya fue transcrita, pero que para dar la suficiente claridad a la Sentencia se transcribe nuevamente:

 “ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia. (…)

II. La Comisión de Honor y Justicia dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a partir del momento en que reciba la solicitud, por conducto de su presidente, asignará el número progresivo que corresponda al expediente y dictará acuerdo de radicación, en el que señalará día y hora para la celebración de una audiencia, que deberá efectuarse dentro de los treinta días hábiles siguientes al que se haya dictado el acuerdo.

En el mismo acuerdo, la Comisión de Honor y Justicia, por conducto de su presidente acordará: (…)

c) Se apercibirá al probable infractor que la imputación se tendrá por consentida y aceptada, y por perdido el derecho de ofrecer pruebas, si no concurre a la audiencia por causa injustificada. (…)”

Como puede apreciarse de la transcripción de la parte conducente del artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se desprende la obligación de la Comisión de Honor de apercibir al probable infractor (acusado), que en caso de no asistir a la audiencia ante la Comisión de Honor y Justicia sin causa que lo justifique, la imputación se tendrá por consentida y aceptada, así como perdido el derecho a ofertar pruebas.

Antes de continuar el análisis de la disposición normativa, resulta oportuno referirnos a las presunciones legales, lo que nos resultará de utilidad para realizar una adecuada interpretación del artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.
Conforme al diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, presunción es la acción o efecto de presumir, y presumir significa suponer o considerar algo por los indicios o señales que se tienen.

Las presunciones legales son mandatos contenidos en  disposiciones jurídicas, que ordenan al juzgador tener por establecido o acreditado un hecho, siempre y cuando, haya sido probado fehacientemente otro hecho indicador del mismo, por tanto tiene eficacia probatoria; las presunciones legales se clasifican en relativas porque admiten prueba en contrario, a las que nos referimos con el aforismo latino iuris tantum, y absolutas, que no admiten prueba en contrario, a las que nos referimos como iuris et de iure.

La identificación de unas y otras resulta sencilla, las presunciones absolutas contienen la prohibición expresa, de que no admiten prueba en contrario, las restantes, son presunciones relativas que admiten prueba en contrario, aun y cuando no se exprese así, pues atentos al principio de legalidad en su sentido más amplio, la autoridad únicamente puede hacer lo que la Ley le permite, mientras que, los particulares pueden hacer lo que la Ley no les prohíbe, de manera tal, que ante la ausencia de prohibición el particular puede ofertar la prueba en contrario para desvirtuar la presunción, y el juzgador como autoridad que es no podrá válidamente vedar la oferta probatoria, sin disposición expresa que así se lo autorice.
En ese contexto podemos identificar, que la presunción de inocencia como derecho humano previsto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y que ha sido respetado en la Legislación nacional, es una presunción iuris tantum, ya que admite prueba en contrario, tal y como se ha establecido en el cuerpo de la presente sentencia, significa que la carga de la prueba corresponde a la parte acusadora, que tendrá que desvirtuar la presunción legal de inocencia, de que goza toda persona humana.

Adicionalmente, se debe precisar, que el derecho de presunción de inocencia, contenido en el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, el cual se relaciona con el diverso 8.2 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, es norma suprema de la Unión, en términos de los que dispone el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; o como precisa el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en conjunto con el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el parámetro de control de regularidad constitucional, a que están sujetos todos los actos de las autoridades mexicanas. Al respecto resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:
 “DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL.- El primer párrafo del artículo 1o. constitucional reconoce un conjunto de derechos humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte. De la interpretación literal, sistemática y originalista del contenido de las reformas constitucionales de seis y diez de junio de dos mil once, se desprende que las normas de derechos humanos, independientemente de su fuente, no se relacionan en términos jerárquicos, entendiendo que, derivado de la parte final del primer párrafo del citado artículo 1o., cuando en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, ya que el principio que le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la Constitución como norma fundamental del orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto de las normas jurídicas deben ser acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material, circunstancia que no ha cambiado; lo que sí ha evolucionado a raíz de las reformas constitucionales en comento es la configuración del conjunto de normas jurídicas respecto de las cuales puede predicarse dicha supremacía en el orden jurídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del catálogo de derechos humanos previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual evidentemente puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de esta supremacía constitucional. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe analizarse la validez de las normas y actos que forman parte del orden jurídico mexicano.- Contradicción de tesis 293/2011.”
 

Por consiguiente, el artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, dispone que se apercibirá al probable infractor (acusado), que en caso de no asistir a la audiencia ante la Comisión de Honor y Justicia sin causa que lo justifique, la imputación se tendrá por consentida y aceptada, así como perdido el derecho a ofertar pruebas; es un enunciado normativo que establece dos sanciones al incumplimiento de la obligación legal de concurrir a la audiencia, esas sanciones consisten en tener por aceptada y consentida la imputación, lo que no es otra cosa que una presunción legal, puesto que se presume que el acusado está de acuerdo con la imputación formulada en su perjuicio, y por otra parte la pérdida del derecho para ofrecer pruebas.
Previo a continuar, es oportuno precisar el significado de la expresión “la imputación”, a efecto de determinar el alcance de la presunción que se establece, es decir, respecto de que se presume que está de acuerdo el acusado.
La respuesta se encuentra dentro del propio artículo en comento, que en la fracción I del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que establece que el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia se iniciará a petición de parte, con la solicitud que formule el área de asuntos internos prevista en el ordenamiento regulador de cada cuerpo de seguridad pública, y que esa solicitud debe contener la imputación que se atribuye al probable infractor, además de las pruebas que sustentan la imputación, los hechos que motivan la imputación y la fundamentación de la infracción materia de la imputación.
Para dar claridad a lo anterior, a continuación se transcribe el artículo 126, fracción I, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí:

“ARTICULO 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia. 

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento: 

l. Se iniciará por solicitud escrita presentada por el titular de la Unidad de Asuntos Internos de las instituciones de seguridad pública, en los términos de sus ordenamientos.

La solicitud deberá contener lugar, fecha, y la imputación que se atribuye al probable infractor; pruebas que sustenten la imputación, motivación para su formulación, y fundamentación de la infracción que se imputa; (…)”
En ese orden de ideas, se presumen aceptados y consentidos todos los elementos de la imputación, es decir, que el acusado es considerado que está de acuerdo, en los hechos materia de la imputación, en la clasificación jurídica de la conducta (tipicidad), estimando que también con las pruebas ofertadas para probarla.
Una vez analizado el alcance de la presunción legal contenida en el artículo 126, fracción II, inciso c), de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, no debe perderse de vista que dicho dispositivo contiene la serie de reglas que rigen el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia de los cuerpos de seguridad pública en el Estado y su resolución, de donde de manera particular se debe destacar como parte de dicha integración normativa, la cual resulta una norma de carácter sistemático, lo dispuesto en el último párrafo de la fracción VII, que establece que la resolución definitiva que dicte la Comisión de Honor y Justicia deberá estar debidamente fundada y motivada; contener una relación sucinta de los hechos; así como una valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas.
En ese sentido, del análisis sistemático de la norma se puede advertir con claridad que el principio de presunción de inocencia al que nos hemos venido refiriendo, no se desvirtúa con el simple hecho de que se hagan efectivos los apercibimientos que establece la fracción I, de dicho dispositivo legal, ya que, de esa integración normativa se estima que la norma no pretende generar el perjuicio al imputado de que el simple hecho de no comparecer y ser declarado en rebeldía en el procedimiento administrativo correspondiente se estime acreditada la conducta, ya que de ser así la propia norma analizada no establecería la obligación de la Comisión de Honor de que en la resolución definitiva funde y motive debidamente su decisión, relacionando los hechos y sobre todo valorando todas y cada una de las pruebas aportadas, sin que dichas pruebas sólo hayan sido aportadas por el denunciante.

Se dice lo anterior, pues de lo establecido por las tesis de jurisprudencia antes citadas, la Corte fue clara para definir el estándar de prueba que rige el principio de presunción de inocencia, el cual en el caso está reconocido en la norma que regula el procedimiento sancionador analizado, pues es evidente que una vertiente de este principio se manifiesta como "estándar de prueba" o "regla de juicio", en la medida en que establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba.
Del estudio anterior, es dable a la suscrita Magistrada concluir que el grado de incidencia en el derecho de presunción de inocencia, es total, sin que pueda en el procedimiento establecerse una presunción de culpabilidad, pues se traduce en una abierta contradicción a la presunción de inocencia, que tendría como efecto hacer nugatorio ese derecho; pues la parte acusadora es liberada de la carga de la prueba, en la medida que se tienen por aceptados y consentidos todos los componentes de la imputación, esto es, los hechos materia de la imputación, la clasificación jurídica de la falta (tipicidad), y las pruebas de cargo.

La diferencia entre las hipótesis estriba en la forma en que se incide en el derecho a la presunción de inocencia, puesto que, si la consideramos una presunción iuris tantum, el efecto de la presunción legal se concreta en trasladar la carga de la prueba a la parte acusada, quien tendrá la carga de probar su inculpabilidad, es decir se exige al acusado desvirtuar la imputación formulada en su contra; lo cual de manera evidente, es una contravención al principio de presunción de inocencia, conforme al cual, la carga de la prueba corresponde a la parte acusadora, como se ha establecido en los párrafos precedentes.
Mientras que, sí la consideramos una presunción absoluta, iuris et de iure, el efecto es aún más radical, pues nos encontramos ante la misma presunción de culpabilidad, sin embargo, en tal caso la carga de la prueba no se trasladada a la parte acusada, sino que se le impide toda posibilidad de probar, es decir, el acusado ni siquiera tiene la posibilidad de ofertar y desahogar pruebas para desvirtuar la acusación en su contra, lo que desde luego atenta y hace nugatorio el derecho humano a la presunción de inocencia, conforme al cual, se reitera, la carga de la prueba corresponde a la parte acusadora; es importante precisar, que la veda probatoria de la presunción absoluta tiene un límite, que no alcanza al hecho generador de la presunción, por lo que en todo caso, lo que se puede desvirtuar es la prueba del hecho que da origen a la presunción, es decir, la inasistencia injustificada.
Ahora bien, una vez analizado lo anterior, se estima que la resolución impugnada es ilegal por establecer, sin realizar un análisis de todas y cada una de las pruebas aportadas, la responsabilidad del presunto infractor, en franca violación al principio de presunción de inocencia y a lo dispuesto en el último párrafo de la fracción VII, del artículo 126, de la Ley del Sistema de seguridad Pública del Estado, que establece dicha obligación a la Comisión de Honor y Justicia demandada.

Lo anterior, no obstante que el procedimiento se haya seguido en rebeldía, en virtud de que, por su parte las reglas de trato y estándar de prueba relacionadas con el principio de presunción de inocencia tienen un alcance que llega hasta el momento de que la autoridad sancionadora valora pormenorizadamente si la conducta imputada se actualizó fehacientemente y determina legalmente si procede sancionar o no al inculpado, y, no con base en presunciones.
Por tanto, si al momento de resolver en definitiva el procedimiento relativo al expediente CHJ/009/2019, la autoridad demandada se limitó a establecer que el hoy actor no desvirtuó la imputación con manifestaciones o pruebas aportadas de su parte, como se precisó al momento de hacer referencia a la parte considerativa de dicha resolución, incurrió en una primer irregularidad al presumir acreditada la responsabilidad imputada por la simple circunstancia de que el hoy actor no formuló argumento ni ofreció prueba alguna para desvirtuarla, en virtud de que el procedimiento se sustanció en rebeldía, en franca violación a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, que impone a la autoridad la obligación de respetar en todo momento y hasta el dictado de la resolución el principio de presunción de inocencia.

Aunado a que evidentemente no realizó una valoración de todas y cada una de las pruebas como se encuentra establecido en lo dispuesto en el último párrafo de la fracción VII del multicitado artículo 126 de la Ley, sino que estimó dar prioridad a lo que denominó la primer declaración realizada por el denunciado, que obra en el acta circunstanciada de 26 de marzo de 2019, la cual indicó realizó el hoy actor y en la cual no podía variar la verdad histórica de los hechos y ello era suficiente para presumir la comisión de los hechos que se le imputaban. 

Pues debe precisarse que, de la denominación que la propia autoridad realizó al pronunciarse en dicha resolución, toma en consideración que no sólo existió esa supuesta declaración o manifestación hecho constar en el acta descrita en el párrafo que antecede, y que a simple vista se realizó previo a que se iniciase la investigación de los hechos y de la cual no se desprende la firma del hoy actor como parte que haya intervenido en la diligencia correspondiente, y en la cual se desprende una certificación sin fundamento jurídico alguno realizada a las 12:15 doce horas con quince minutos del día 26 de marzo de 2019, en la que hizo constar la supuesta negativa de firma del hoy actor.

Pues, es el caso que se advierte una manifestación realizada por el hoy actor una vez iniciada la investigación de los hechos, la cual realizó el día 03 de abril de 2019, a las 11:00 once horas, fecha en que fue citado a comparecer y ante el Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, previa exhortación a que se condujera con la verdad en su declaración, manifestó lo siguiente: 
“…en relación a los hechos que manifiesta el quejoso, es preciso manifestar que en ese momento lo atendí, a lo que el refiere en relación a la entrega del dinero es totalmente falso, debido a que cuando el quejoso realizo el pago en caja, le solicite que me permita su recibo de pago para poder sacar una copia para agregarlo al expediente, en ese momento me dirigí al baño ya que tenía necesidad fisiológica, pude ver que el quejoso me siguió y entra detrás de mí, en ese momento me pregunta que si era todo, que si ya podía colar, a lo cual respondí, que si me permitía terminar de realizar mis necesidades y después lo atendería y me pregunto del recibo, a lo que le dije que solo sacaría una copia y enseguida se la regresaría, en ese momento salí del baño y me dirigí a la dirección de jurídico para realizar la copia, cuando termino y me entregan la copia que solicite, me retire y me dirigí con el quejoso entregándole su recibo posteriormente lo saludo y le refiero que era todo, a lo cual me dirigí a mi lugar de trabajo, que es en la dirección de policía vial, en la cual me desempeño como apoyo administrativo y al estar realizando unos oficios, el director de policía vial me llamó, diciéndome que si podía pasar a su oficina, llegando a la oficina veo que ahí se encontraba el licenciado molina, el subdirector y el supervisor de servicios generales, así como el quejoso, el cual estaba sentado del lado poniente de la oficina en un sillón color negro, en ese momento el licenciado Molina tomo la palabra y me dijo que había una queja en contra de mi persona por el supuesto hecho de que había recibido dinero por parte del quejoso, a lo cual manifiesto que es un hecho falso, en el sentido de que el quejoso me ofreció una cantidad mayor a los $500.00 pesos los cuales supuestamente me dio, a lo que el licenciado molina respondió que yo le había pedido la cantidad de $6,000.00 pesos, es preciso manifestar que en ningún momento me dio ninguna de esas cantidades, ya que yo le comente al quejoso costo de la infracción por que el me lo pregunto, en ese mismo acto les comento a los ahí presentes que si el hecho era cierto, porque el quejoso no dijo nada, a lo que en ese momento le pregunte directamente al quejoso, que era lo que estaba pasando, que en que momento me entregó el dinero, a lo cual el quejoso quien se encontraba sentado en la oficina, únicamente agacho la cara y no comento nada, en ese momento el licenciado molina volvió a tomar la palabra y me dijo, a partir de ese momento ya estaba suspendido de mis funciones y en ese momento el director de policía vial comenta que si estaba bien el hecho que me acusaban y que se iniciara el proceso, posteriormente me solicita el licenciado molina que me retirara y posteriormente me mandarían llamar para comparecer ante la comisión de honor y justicia, es preciso manifestar que el suscrito recibo ordenes de forma verbales y/o escritas y es por eso que acate la orden inmediatamente y me retire de lugar, en ese sentido, me es preciso manifestar que en ningún momento el licenciado Molina, me quiso y/o tuvo la intención de entregarme la suspensión escrita, ya que se la solicite a lo que me respondió que no me iba a entregar nada y mejor me retirara, a lo cual el licenciado molina me acompaño a mi lugar de oficina, tome mis cosas y me retire del lugar, dentro de este sentido, en primera instancia me queda una duda, si el procedimiento para una queja es juntar a las partes, así como a los superiores para exhibir el hecho. De igual forma cabe hacer mención que mis compañeros de inspección general se apersonaron en mi domicilio para notificarme de la comparecencia del día de la fecha, ya que todos tenían conocimiento que estaba suspendido de forma verbal y es así que se me notifico que me presentara a rendir mi declaración, es preciso agregar que el acta donde firman mi supuesta negativa, es totalmente falsa, ya que en ningún momento se me pidió que firmara ninguna acta, ya que cuando se la solicite en ese momento el licenciado molina se negó a dármela…”
 En relación con esta última acta de comparecencia, debe precisarse que en el considerando Quinto de la resolución impugnada en que citó los antecedentes del caso la autoridad demandada, en su punto 4., hizo referencia a la misma denominándola declaración secundaria.
No obstante ello, en su pronunciamiento legal la autoridad demandada no formuló razonamiento alguno para no considerar u otorgar valor probatorio alguno a esta probanza que obraba agregada a la investigación, comparecencia a la cual el hoy actor fue citado por la investigadora respecto a la queja presentada en su contra y en la cual realizó manifestaciones de manera expresa para refutar la veracidad de lo expuesto por el quejoso, reafirmando y manifestando que en un primer contacto el día 26 de marzo de 2019, que al parecer es del cual resultó la denominada primer declaración negó y refuto de falso el hecho de haber recibido una cantidad de dinero, lo cual evidencia una segunda irregularidad en torno a su obligación de valoración probatoria dispuesta en el último párrafo de la fracción VII, del artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.

Asimismo y sobre todo es de evidenciarse que en la resolución impugnada la autoridad demandada tuvo como suficiente la presunción que no fue desvirtuada por el hoy actor en el momento procesal oportuno, para apartarse sin justificación ni motivación legal alguna de su obligación de valorar todas y cada una de las pruebas y con base en ellas determinar, sin que hubiere lugar a duda alguna que el ahora demandante incurrió en la responsabilidad atribuida por la autoridad denunciante, lo cual, evidentemente viola lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 126 en relación con el último párrafo de la fracción VII del mismo precepto, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, pues con esa irregularidad dejó en estado de incertidumbre jurídica al hoy actor para realmente conocer cómo fue que toda duda relacionada con los hechos y el caudal probatorio aportado por la autoridad denunciante desvirtuaron la presunción de inocencia que le reviste.

Aunado a lo anterior, y a mayor abundamiento, esta Sala para precisar a manera de ejemplo como es que esa falta de valoración y contraste probatorio dejo en estado de incertidumbre jurídica al hoy actor, puntualiza que en lo relacionado con los hechos la demandada dejó de observar para la acreditación de los hechos lo que los videos o grabaciones aportados en la investigación demostraban, y valorando los mismos determinara si efectivamente los hechos imputados se podían constatar, ello en razón de que la demandada ni siquiera contrastó los dichos de las partes en el procedimiento, por ejemplo, el dicho del hoy actor al señalar que aun después de salir del baño tuvo contacto con el quejoso para devolverle el original del recibo de pago del permiso, no de la supuesta multa, o bien, como lo dijo el quejoso y lo sostuvo la denunciante después de salir del baño el hoy actor y el quejoso dejaron de tener contacto hasta que se reunieron en la oficina del superior del demandante a las 12:00 doce horas y en relación con los tiempos y horarios en que se desprenden las circunstancias correspondientes.
Lo anterior como lo dice en su argumento el propio actor, aunado a que tampoco se advierte de manera fehaciente con esas pruebas u otras de igual o mayor índole de alcance y valor probatorio que efectivamente el hoy actor hubiese recibido el monetario señalado, es decir, la presunción de inocencia que operaba en favor del actor se estima no fue desvirtuada en la causa y por ello no puede considerarse que se encontraba obligado a observar la carga de la prueba por su cuenta, pues únicamente para determinar su responsabilidad, se reitera se recurrió por la hoy demandada a la presunción correspondiente, lo cual esta Sala considera insuficiente e irregular para considerarse válida y legal, en razón de que como se estableció del análisis integral de lo dispuesto en el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, la presunción de la autoridad por haberse llevado en rebeldía el procedimiento resultaba insuficiente para determinar sancionar la hipótesis atribuida al hoy actor ya que para ello debía realizarse indudablemente el análisis del caudal probatorio determinando con base en ese análisis si se desvirtuaba la presunción de inocencia que le revestía al inculpado, lo cual no sucedió dejando en total estado de indefensión al hoy actor.

Lo anterior, por el simple hecho de que al no realizarse el ejercicio de valoración obligatorio conforme al último párrafo de la fracción VII del artículo 126 de la Ley en cita, la demandada se abstuvo de analizar en torno a las reglas probatorias el principio de contradicción que rige todo sistema probatorio.
Por consiguiente, es fundado lo aseverado por la parte actora, en el sentido de que acorde al principio de presunción de inocencia, la carga de la prueba correspondía a la parte acusadora en el procedimiento administrativo disciplinario, al ser esto conforme al principio de presunción de inocencia.
Ahora bien, se reitera que en el caso que nos ocupa, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, no realizó una valoración de las pruebas de cargo ofertadas por la parte acusadora, sino que con sustento en que el aquí actor no asistió a la audiencia de Ley, y como consecuencia se le declaró en rebeldía, le tuvo por consentida y aceptada la imputación formulada en su contra, por lo cual se determinó presumir acreditada su “responsabilidad”, ante la aparente inexistencia de argumentos y pruebas para desvirtuar la imputación formulada en su contra le declaró responsable.

Determinación de la Comisión de Honor y Justicia que es contraria al derecho humano a la presunción de inocencia tutelado por el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, el cual se relaciona con el artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo que, en la especie se actualizó la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que la resolución de la Comisión de Honor y Justicia dictada en el procedimiento administrativo disciplinario CHJ/009/2019, se dictó en contravención a las disposiciones legales aplicables, particularmente la disposición antes citada, que establece el derecho humano a la presunción de inocencia en conjunción con la valoración de todas y cada una de las pruebas aportadas en el procedimiento rigiendo el estándar probatorio correspondiente.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución impugnada, por lo que se declara su nulidad y se le deja sin efecto legal alguno.
Ahora bien, en el capítulo de pretensiones del escrito inicial de demanda, el Actor formula las siguientes:
a) La nulidad de la resolución impugnada;

b) La reincorporación al cargo que venía desempeñando;

c) Pago de sueldo y demás prestaciones a que tiene derecho  desde que se aplicó la sanción de baja; y 

d) El pago de la parte proporcional de sueldo y demás prestaciones a que tiene derecho, a razón del 70% del total, desde que fue suspendido el 15 de abril de 2019.

En cuanto a la primera de las pretensiones, debe decirse que quedó satisfecha al decretarse la nulidad de la resolución impugnada, y dejarla sin efecto legal alguno.

La segunda de las pretensiones es improcedente, toda vez que, tratándose de cuerpos de seguridad pública, como es el caso, la reincorporación en el cargo está expresamente prohibida en el artículo 123, Apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues lo conducente es el pago de la indemnización correspondiente tal como se establece en los párrafos subsecuentes; al respecto resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

 “SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE.- Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.- Contradicción de tesis 21/2010.”
  Las negrillas y el subrayado son nuestros.
En ese tenor a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 251 párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la autoridad demandada que:

1.- Pague al actor la indemnización a que se refiere el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; misma que ésta definida en tres meses del último salario percibido y veinte días por cada año laborado, desde que ingresó y hasta que fue separado injustificadamente del cargo, de acuerdo con la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se transcriben a continuación:

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)].- En una nueva reflexión, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en las tesis indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la que fueron objeto resulta injustificada; ello, para no dejarlos en estado de indefensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio. Además, de la propia normativa constitucional se advierte la obligación del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emitan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una terminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador Constituyente, al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII se establece el derecho de recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de ese concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino también al diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester precisar que la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXII, que señala que "la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obligación de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización", deja la delimitación del monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempeñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien releva al patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXII, y los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir que fuese la normatividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de servicio, sin que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas que prevean expresamente un monto por indemnización en estos casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará directamente lo dispuesto en esos ordenamientos.- Segunda Sala.”

“SEGURIDAD PÚBLICA. EL PAGO DE VEINTE DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO DE SERVICIO QUE FORMA PARTE DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DEBE COMPUTARSE Y EFECTUARSE DESDE LA FECHA EN QUE INICIÓ LA RELACIÓN ADMINISTRATIVA HASTA AQUELLA EN QUE EL SERVIDOR PÚBLICO FUE SEPARADO INJUSTIFICADAMENTE DE SU CARGO.- Hechos. Los Tribunales Colegiados contendientes al analizar cómo debe computarse y efectuarse el pago de veinte días de salario por cada año de servicio, que forma parte de la indemnización prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal, llegaron a soluciones contrarias, puesto que para uno se realiza desde que inició la relación administrativa hasta que se decretó el cese o remoción ilegal del cargo, mientras que para otro se efectúa desde el inició de la prestación del servicio hasta que se ejecute el pago en cumplimiento a la sentencia que declaró injustificada la separación.- Criterio jurídico. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que el pago de veinte días por cada año de servicio que forma parte de la indemnización a que refiere el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal, debe computarse y pagarse desde el momento en que inició la relación administrativa hasta la fecha en que se separó injustificadamente al servidor público de su cargo, salvo que exista norma específica en el ordenamiento federal o local que amplíe tal periodo de pago.- Justificación. Lo anterior, toda vez que la porción aludida del artículo 123 constitucional al proscribir la reincorporación al servicio del elemento de seguridad pública separado y sólo otorgarle en caso de que la autoridad jurisdiccional declare ilegal el cese, el derecho a recibir una indemnización, implica que la relación administrativa de aquél con el Estado debe tenerse por terminada definitivamente a partir de la remoción, baja o separación, subsistiendo únicamente la posibilidad de que se revise la legalidad del cese a fin de que el servidor público sea o no indemnizado. En ese sentido, la sentencia firme que declara injustificada la separación o remoción del servidor público, únicamente conlleva el surgimiento del derecho a la indemnización prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Federal. En consonancia, la fracción II del artículo 50 de la Ley Federal del Trabajo en la que se apoyó esta Sala para dar contenido al concepto de indemnización, refiere expresamente que tal indemnización consistirá en veinte días de salario por cada uno de los años de servicios prestados, de lo que se deduce que el pago correspondiente se efectuará por los años efectivamente laborados, puesto que ello se desprende de la locución “servicios prestados”, que refiere al tiempo en que el trabajador o servidor estuvo en activo.- Contradicción de tesis 77/2020.- Segunda Sala.”

Con lo anterior, se da por satisfecha en forma sustitutiva por disposición del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la pretensión formulada en el inciso b), del capítulo respectivo del escrito inicial de demanda.

2.- Paguen al Actor las demás prestaciones a que tiene derecho, de acuerdo a lo que dispone el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; desde que fue cesado y hasta la fecha en que se efectúe el pago de dichas prestaciones.

En el entendido de que el concepto demás prestaciones a que tenga derecho, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actora con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos.

El criterio de la Sala, se sustenta en la interpretación del enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho”, que se encuentra contenida en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que realizó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.- El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.- Segunda Sala”

Con lo anterior, se satisface la pretensión del inciso c) del capítulo respectivo del escrito inicial de demanda.

3.- Pague al Actor los haberes devengados con anterioridad a la fecha de la baja decretada ilegal, que no le hayan sido pagados al actor como son los salarios devengados y no pagados, el aguinaldo, prima vacacional, vacaciones, y demás prestaciones a que tenga derecho, lo que incluye el 70% de ellos, que dejó de percibir desde que fue suspendido y hasta la fecha de la baja injustificada.

Con la anterior, se da por satisfecha la pretensión formulada en el inciso d) del capítulo respectivo del escrito inicial de demanda.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción XVII Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 y 229 a contrario sensu, 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Han resultado infundadas las causales de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las demandadas por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por lo que se decreta su NULIDAD y se deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos y para los efectos expuestos en el punto considerativo SEXTO de esta Sentencia.

CUARTO.- A efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron desconocidos o violentados, se ordena a las autoridades demandadas, que paguen las indemnizaciones, y demás prestaciones determinadas en la parte final del considerando SEXTO de la presente resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través de buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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